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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veintitrés de octubre de dos mil nueve
Acta  N° 557
Procede esta Sala a dictar sentencia de primera instancia en la acción de tutela que ha promovido Gloria Aydeé Restrepo Espinosa en contra de las Secretarías de Educación Departamental de Risaralda y Municipal de Pereira, y la Comisión Nacional del Servicio Civil por presunta violación de sus derechos constitucionales al trabajo, a la igualdad, a la estabilidad laboral, a la salud y al mínimo vital y móvil. 

ANTECEDENTES

Expuso en el libelo la accionante que se desempeña desde hace aproximadamente 23 años “en Educación (sic) en labores de Secretaría (sic), con el Departamento (sic) 14 años y con el Municipio (sic) hasta la fecha”; que en 1998 envió los documentos necesarios para ser inscrita en carrera administrativa sin que saliera su resolución; que en 1994 debió haber sido inscrita por parte del departamento de manera extraordinaria, lo cual ha requerido varias veces “(1995-1996-1997-1998-2000-2005)”, sin éxito, por lo que “mi estabilidad laboral está en detrimento ya que llevo varios años tratando de que me inscriban de acuerdo a la ley y no ha sido viable, al punto de exigirme documentos que a otras personas que en mi misma condición no le exigieron (sic).”

Por último, pide que luego de evaluar su situación “se proceda a realizar mi inscripción en el cargo de Auxiliar Administrativo Grado 06, en propiedad”.
La demanda se admitió el 15 de octubre pasado mediante auto en el que se dispuso correr traslado a las accionadas para que ejercieran su derecho de defensa. Al respecto, se pronunció la Comisión Nacional del Servicio Civil mediante apoderada judicial, que luego de hacer referencia a la forma en que de acuerdo al artículo 215 de la Constitución Nacional deben proveerse los empleos en los órganos y entidades del Estado, explicó que el “solo hecho de continuar laborando durante muchos años, después de vencido el término de provisionalidad, o de ser vinculado mediante nombramiento en un cargo de libre nombramiento y remoción, no genera automáticamente el derecho a ser inscrito en carrera administrativa”, y que las reglas que contemplaban la posibilidad de una inscripción en carrera administrativa sin necesidad de concurso fueron declaradas inexequibles por la H. Corte Constitucional mediante la sentencia SC-030 de 1997, por lo que solicitó denegar por improcedente la presente demanda constitucional. En similar sentido se manifestó la Secretaría de Educación Departamental, que además aclaró que “por competencia, [a] la Secretaría de Educación de Pereira no le corresponde definir el tema planteado, es la Comisión nacional (sic) del Servicio Civil el órgano que debe diseñar y aplicar los procesos concursales tendientes a confeccionar la lista de elegibles para ocupar los cargos del sector público y por ende su respectiva inscripción.”
CONSIDERACIONES

Hacían viable la inscripción en carrera administrativa de la forma solicitada por la parte actora; esto es, sin necesidad de concurso público de méritos y proceso de selección, para los cargos públicos a nivel nacional los artículos 5 y 6 de la ley 61 de 1987, y para los del nivel territorial el 22 de la ley 27 de 1992, vigentes hasta el 30 de enero de 1997, fecha en la cual la Corte Constitucional definió que tales disposiciones desconocían “no sólo el mandato constitucional contenido en el artículo 125 de la Carta, que exige la  convocación a concursos públicos para proveer los cargos de carrera, sino los principios generales que este sistema de selección tiene implícitos, tales como la igualdad y la eficacia en la administración pública (artículos 13 y 209 de la Constitución)” y en ese sentido consideró:

“La excepción que establecen las normas acusadas para el ingreso a la carrera administrativa, desnaturaliza el sistema mismo, pues se dejan de lado conceptos como el mérito y capacidades, para darle paso a otros de diversa índole, permitiendo que la discrecionalidad de los nominadores rija este sistema, e impidiendo que todos aquellos que crean tener las condiciones para desempeñar un empleo de esta naturaleza a nivel nacional o territorial, tengan la oportunidad de acceder a ellos, simplemente porque no hay un mecanismo que permita la evaluación de sus méritos y capacidades.” 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, según puede verse en el expediente, la demandante antes de la declaratoria de inexequibilidad de las citadas disposiciones había solicitado la inscripción en carrera administrativa, que no había sido acogida por no cumplir con los requisitos exigidos, tal como lo demuestran los oficios del Ministerio de Educación Nacional de 11 de mayo de 1995 y de 10 de abril de 1996, aportados al expediente por la misma parte actora. 

Ahora tal pretensión tampoco es viable puesto que dicha posibilidad feneció con la sentencia de fecha y procedencia anotadas, como se verá:
Con respecto a los efectos de las sentencias de constitucionalidad proferidas por la Corte encargada de la guarda de la Constitución tiene dicho el artículo 45 de la ley  estatutaria de la administración de justicia:

“Reglas sobre los efectos de las sentencias proferidas en desarrollo del control judicial de constitucionalidad. Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario conforme a lo previsto en este artículo.” 

De conformidad con lo cual en la citada sentencia se expuso que los empleados que accedieron a la carrera administrativa de la manera extraordinaria regida por las disposiciones retiradas del ordenamiento jurídico “mantendrán esa situación” toda vez que reconoció que ya habían adquirido unos derechos que no les podían ser desconocidos. Diferente escenario se planteó con respecto a los demás, pues en adelante deberían someterse al proceso de selección “que cada entidad a nivel nacional o territorial adopte, a efecto de proveer cargos de esta naturaleza” y concluyó que: “a partir de la notificación de este fallo, se negará cualquier inscripción en carrera, que tenga como fundamento las normas que por medio de esta sentencia serán declaradas inexequibles”.
En consecuencia, la Sala estima que no existe vulneración alguna a los derechos constitucionales fundamentales de la parte actora que haga procedente conceder el amparo suplicado, y que como se vio, el mismo carece de sustento.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo solicitado por Gloria Aydeé Restrepo Espinosa.
Notifíquese lo así decidido a las partes y, en caso de no ser impugnado el fallo, remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
� SC-030 de 1997. M.P. Doctor Arango Mejía.





PAGE  
4

